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IIJ. Otras disposiciones

Hechos

MINISTERIO DE JUSTICIA

En el recurso gubernativo interpuesto por el Not..,1.rio de Barcelona,
don José Vicente Martínez-Borso López, contra la negativa del Registra
dor de la propiedad número 15, de dicha ciudad a inscribir una escritura
de compraventa, pendiente de resolución ante ese centro directivo en
virtud de apelación del recurrente.

El día 13 de junio de 1989, mediante escritura pública autorizada por
el Notario de Barcelona, don José Vicente Martínez-Borso López, la
Caja de Pensiones para la Vejez y de Ahorros de Cataluña y Baleares
vendió a doña María Teresa Viaplana Miranes un piso sito en
Barcelona, calle Urgell 268-270. En la referida escritura se pacta la
siguiente cláusula: (&gunda: El precio de contado de esta venta se fija
en 3.281.251 pesetas, de las euales: a) 637.735 pesetas declaran los
representantes de la Entidad vendedora haberlas recibido antes de este
acto dé la parte compradora, por lo que otorgan en su favor eficaz y total
carta de pago por dicha suma. b) La cantidad restante de 2.643.516
pesetas, lOcrementadas con el interés anual del 12 por 100, que la
voluntad negocial constituye como una sola obligación integrante de la
contraprestación básica del comprador, se aplaza, para ser satisfecho por
éste en ciento quince plazos mensuales, los dias l de cada mes, desde l
de )ul~o de 1989 al 1 de enero de 1999, ambos inclusive, de importe
uOltarlo de 38.787 pesetas cada uno de ellos, excepto el último, que es
dp 38.758 pesetas, Dichas cuotas están calculadas según el llamado
Sistema francés, de acuerdo con el cuadro de amortización que me
t;ntr~gan firmado por ambos partt.'s y que dejo unido a la presente
escritura. Los pagos se haran mediante cargos en la cuenta número
13R6-78 que la compradora mantiene en la oficina 468 de la caja
vcndedora, quien queda autorizada expresamente para ello.» (Terccra:
~a Falta de pago a su vencimiento de dos {:ualesquiera de los plazos
JI1dlcados, o del ultimo de ellos, tendrá el carácter de condición
resolutoria explícita a que se reficn'n los articulos 1'504 del Código Civil
y II de la Ley Hipotecaria, ('on los efectos que determina el artículo 59
de su Reglamento. La resolm>inn plena y automática de la venta se
produ<.:irá por la notificación del \'cndcdor al comprador, y por el
transcurso del plazo de gracia de treinta días. a contar desde el siguiente
a la notificación, qlrc ('sta misma debcra conceder. El tí1ulo inscribible
sera el del \'Cl,ldcdoL ai..:o~11paf¡ado de los documentos que justifiquen t'l
habcrse practlGldo la notlficaóón, el transcurso del plazo dc gracia. yen
su caso, los .justificantcs de la consignación a que se refiere el articulo
175 del Reglamento Notaríal. Como cláusula penal, que forma parte de
la estructura misma de la {:ondiuón resolutoria pactada. ambas partes
e5tablc~cn y la parte compradora consiente expresamente que en caso de
~esoluclt?n !a vcnd~~ora .retenga en su podt'f en concepto de pena por
lIlcumphm!ento, utilizaCión de la finca vendida e indemnización por
daii~)s y p('~juicios, la mitad de las cantidades que la parte compradora
hublcs~ sali,sfecho hasta el momento de la resolución, sin que en ningún
caso dicha mdemnización pucda superar el 10 por 100 del precio total
de la finca vendida por cada afio transcurrido desde la firma del presente
C(~)jHI:ato. El vende.dor, al consignar el precio pagado, en el momento de
t.'JcrCltar la resolUCión, podrá dedUCir directaml..'nte dichas cantidades por
entender que, en caso de ser aplicable d aniculo 11 '54 del Código Civil,
correspondería al comprador solicitar iudióa¡mcmc la moderación de la
pcn,l, y. no al veJ1<!e~or perjudicado pi}r 'iU incumplimiento. Igualmente
quedaran ,en f?cnchclO del vendedor, en ("<l~O de !c,',oluciún. y sín derecho
a, !lIdCml~17a('Jón, cuantas obras e lIl~tJla(ioJ1l's dt' cuacler fijo hubierl"n
~IJO reallzadas en la JirH.:a vendida p(lr d cumrlladof.» AlI1ba~ partes
es.tablrce~, y el vendedor consiente l:Xpll.."<lmcnte. que la condicitlll
rc...olutona padada quedará extinguida Pt,;· el H;;n"cur"o dc' St'Sl~nLa
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meses a contar desde el vencimiento del último plazo si antes no se
hubiese ejercitado el derecho a resolución, y no conste en el Regi.str~ ~c
la Propiedad asiento de prórroga con\'encional del plazo, o de eJercICIO
por el vendedor de las acciones que le correspondan por razón de esta
venta. pudiendo cancelarse en la forma prevista en el artículo 355 del
Reglamento Hipotecario,

Presentada la anterior escritura en el Registro de la Propiedad
número 15 de los de Barcelona fue calificada con la siguiente nota: «Por
haber l'aducado el anterior asiento de presentación, después de tres
prl'scntacíonL"s sucesivas, se ha presentado nuevamente el documento y
se procede a nueva calificación conforme al artículo lOS del Reglamento
Hipotecario. Examinada la escritura y puesto de manifiesto al prescn
tantt' que el precedente título puede ser susceptible de inscripción parcial
conforme al articulo 434 del Reglamento Hipotecario, opta por no
realizar tal operación y, en cambio, solicita, expresamente y por escrito,
por nota al margen del asiento del Diario, que se extienda nota de
calificación. Se ha advertido repetidamente al presentante de su respon
sabilidad ante una decisión que excluya de los beneficios de la garantia
registral al documento presentado, conforme a los artículos 1718, 1720
Y 1726 del Código Civil. No obstante, insistió en dicha solicitud' y se
extiende la nota en estos términos: No practicada la inscripción de la
precedente escritura, conforme a los articulos 18 y 37 de la Ley
Hipotecaria, por los siguientes defectos: l.0 Porque la resolución plena
y automática de la venta y la reinscripción a favor del vendedor no es
lIlscribible por las siguientes razones: a) Porque tal Resolución y
reinscripción infringe o viola las Resoluciones de la Dirección General
de los Registros y del Notariado de 5, 6 Y 7 de febrero de 1990, que
cxi~cn, en todo caso (no, en su caso, como dice la escritura) la previa
o Simultánea consignación global de las cantidades que hubiera perci
bido el vendedor del comprador, por virtud det contrato resuelto.
b) Porque la escritura se refiere, cxetusiv,amente, a la consignación del
"precio pagado" y para nada a los intereses percibidos, lo que vulnera
y viola la doctrina de las citadas Resoluciones de la Dirección Gencral
de los Registros y del Notariado de 5, 6 Y 7 de febrero de 1990, que
exigen "la consignación global" previa u simultánea. de las cantidades
que el vendedor hubiera recibido del comprador en virtud del contrato
resucito (articulos 1124 y 1295 del Código Civil). e) Porquc la mentada
c~critura contraviene las referidas Resoluciones las cuales imponen que
"debe constar auténticamente" y "se reflejen con exactitud en la
inscripción las fechas de todos los vencimientos mertsuales y las
cantidades que en cada vencimiento corresponden a principal y a
intereses" ya que el cuadro de amortización que se incorpora a la misma
no (:umple los requisitos del articulo 25 de la Ley del Notariado ni del
articulo 151 dc su Reglamento, pues los días, ailos -estos últimos,
además incompleto5-- y cnnlidadcs aparecen sólo expresados en guaris
mos, a pesar de afectar al valor o precio de-! contrato -muy concreta
mente a su rcsolución- y, también porque los meses de los vencimien
h15, ademas de incompletos, no vicncn expresados en lengua castellana
ni autonómica. Y, por cuanto, '"los testados" o "tachaduras" operadas
en el mismo cuadro contravienen lo dispuesto en el artículo 26 de la Lc}
del Notariado. ya que al no estar salvadas inducen a error, para cumplir
lo antes expuesto en las tan repetidas Resoluciones. d) Porque la
Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de julio de 1989, dice "es daro
que In sanción del artículo 59 del Reglamento Hipotecario es cxccpcio.
nal y debe inkrprdarse con sentido restrictivo, por lo que si el
comprador notificado no consiente ni se allana a la resolucíón, sólo
proceqe declarar cstJ por via judicial". c) Este procedimiento de
resolución por una mera notificación provocaría que el artículo 59 dd
Reglamento Hipotecario sea "inconstitucional" o de "muy dudosa
constitucionalidad" (al1iculo 24 de la Constitución). según doctrina
reciente de dcstacados tratadistas, debido a la indefensión que puede
producir, ya que el Registrador, con facultades cuasi judiciales decide la
resolución, oyendo a una soja de las partes (el vt'ndcdor), lo que puede
supona una ex.tralimitación de la competencia de dicho Registrador.
pue~ al ser dit:ha resolución una cuestión contenciosa, corrl'spondt' su
solu(ión al Pauer Judicial al que no ~(; ir pucdcn sustraer estos
supuc~tos. como se deduce claramente de la Sentcncia del Tribunal
Supn:n1o antt.'\ l:itaua, f) Porque al C\pfCS~lrsc en lJ. ¡:;scT¡iura que "caso
de \;.'r arlirabie d artículo 1154 dd Código Civil. u.rrespomkría al
(oG",prador <;o!l(ltar judH.:íalnlrnk b m()d( ¡J.~:¡,'n tk la pena y n<.l al

RESOLUC/OlV' de 6 de julio de 1992. de la Direcci6n
General de /05 Registros v del ,Votariado, en el recurso
gubernativo interpuesto pór el NotariO de Barcelona, don
José Vicente Alartine::-Borso Lópc, contru la ncgatl\'a de!
Registrador de la propiedad número]5 de dh'ha ciudad, a
inscribÍr una escritura de (Onlpraventa.
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,endcdor perjudicado por su incumplimicnto", esto no es inscnbible
porque implica una inversión de la posición procesal de las partes, al
establecerse que el que debía figurar como demandado (el comprador)
figure como demandante y el demandante que es el vendedor o
"perjudicado" aparezca como demandado, pacto que contraviene las
normas de derecho procesal que son de derecho necesario. g) Porque
la escritura al referirse al título inscribible, dice: .•... y, en su caso, los
justificantes, de la consignación a Que se refiere el articulo 175 del
Reglamento Notaríal, el-cual se refiere a una cosa tan ditCrcntc o distinta
de 13 consignación, como es la determinación de cargas o gravámenes
que pesen sobre los bienes inmuebles". Quizá la escritura con c~ta

rcfcri.'ncia legal ha querido remitirse al articulo 175, regla 6,3 dd
Reglamento Hiptecario (no notarial), que sí alude a la consignación del
valor de los inmuebles o el importe de los plazos de bienes inmuebles,
sujetos a condiciones n...~olutorias. Es de observar que tal referencia
posiblemente equivocada se encuentra en doce escrituras presentadas
-Cn las que la parte vendedora es la misma Entidad e idéntico el
funcionario autorizante- y de las que también se ha pedido nota de
calificación, lo que indica que tal modelo es uniformc para todas ellas
y propio de la contratación en masa, lo que es objeto de la Ley de
Consumidores. 2.° Porque la cláusula penal, contenida en la cláusula
"tercera" de la escritura, no puede tener acceso al Registro: a) Porque
al prever la escritura la deducción directa de la indemnización por el uso
y utilización de la finca y por la cláusula .penal, al consignar el "precio
pagado", en el momento de ejercitar la resolución, contravienen las
Resoluciones de 5, 6 Y 7 de febrero de 1990, que exigen la "consignación
global" de todas las cantidades percibidas, sin deducción de ninguna
clase. b) Porque al Registro sólo acceden los derechos reales sobre
inmuebles (artículo l-l.°, 2 Y 98 de la Ley Hipotecarla, y 7, 9 y 51_6.°
de su Reglamento), por la cual no pueden tener acceso al mismo la
indemnización por uso y la cláusula penal que es obligación entre las
partes sin trascendencia real inmobiliaria, segun múltiples Resoluciones
de la Dirección General de los Registros y del Notariado. Por eso
reiterada jurisprudencia de la Dirección General de los Registros y del
Notariado, dice que el Registrador en su función calificadora está
"obligado a un examen minucioso del título para depurarlo de aquellos
elementos carentes de los requisitos estructurales necesarios para moda
lizar el derecho de propiedad... y ello, a pesar de estar conectados a otros
de indudable carácter real" por eso intentar que accedan al Registro
pactos de carácter personal, como los citados, implica pretender que el
Registro en España sea de mera transcripción de todo el negocio
jurídico, cuando, en base a la función calihcadora, es un Registro de
inscripción o mero extracto de dicho contrato, lo que tiene contenido
real o efectos erga omnes. c) Porque lo contenido en la cláusula tercera
y.eI apartado b) de la segunda infringen o contravienen la Ley de
Defensa de los Consumidores de 19 de julio de 1984, especialmente sus
números 2.°, 3.°, 4.° 5.° y 8.° de la letra c) del apartado 1 del artículo
10. debiéndose aplicar a esta escritura el apartado 2 de dicho precepto
3.° Porque al configurarse en el documento que el precio, incrementado
con los intereses, "por voluntad negocial, constituyen una sola obliga
ción", se vulneran preceptos fundamentales del sistema juridico, como
el artículo 1966-3.°, así como el 1916, ambos del Código Civil, así como
artículos básicos de la Ley Hipotecaria, como el 12, el 144 e incluso los
artículos 116 y 157. Asimismo se infringe el articulo 1884 del Código
Civil y la Doctrina de la Jurisprudencia que dan un carácter restrictivo
a la interpretación del artículo 1504 del Código CiVil, exigiendo un
incumplimiento de la obligación principal, grave y obstativo. 4.° Porque
al expresarse en la escritura que el precio, lilcrementado con los
intereses, "por voluntad negocial, constituye una sola obligación", esto
implica intentar confundir o alterar el contenido de los conceptos
básicos del sistema juridico, el precio y los intereses, pues son conceptos
muy diferentes y supone una contradIcción con el cuadro de amortiza
ción que se deja unido a la escritura. Ambos conceptos son distintos
(precio e intereses), pues cada uno tiene su régimen jurídico y su causa,
siendo el primero el "precio de la finca" y el segundo el "precio del
dinero aplazado". Con esto se olvida que las leyes que establecen estos
conceptos básicos del sistema jurídico, no pueden resultar afectadas por
la autonomía de la voluntad de las partes, ya que 10 prohíbe el artículo
1255 del Código Civil. 5.° Porque se vulnera el artículo 327 de la
('ompilación del Derecho Civil de Cataluña, aplicable por analogía, pues
el pacto de no indemnizar al comprador cuantas obras e instalaciones de
carácter fijo hubieren sido realizadas en la finca vendida por el
comprador, no puede tener acceso al Registro, por su carácter e;rsonal
y por ser un pacto que no puede afectar a terceros poseedores. 6. Porque
en virtud de la "tradición jurídica catalana" a que se refiere el artículo
I d~ l.a Compilación, en Cataluña procede interpretar. de fonna
reSfTll't1va, el comiso y el pacto de "lex commisoria" lo que hace
impropio la amplitud, tanto de supuestos, como de efecto¿, que pretende
dar la escritura calificada. 7.° Porque el pacto de imputación de- pagos
a que se refiere el párrafo segundo de la cláusula tercera, por St.'f un pacto
de cáracter personal, carece de trascendencia real inmobiliaria. Se puedf:
conseguir la "inscripción parcial" del documento, con el consentimiento
a que se refiere el artículo 434 del Reglamento Hipotecario. No procede
tomar ~notación preventiva de suspensión que tampoco se ha solicitado.
ExtendIda esta nota, sólo cabe, la subsanación de los defectos o
prnmover. contra ella, si se estima procedente, rculrso gubernatIVo el

cual se tramitara conforme 10 dispuesto en los articulos 66 de la Le)
Hipok't\1ria y 112 Y siguientes de su Reglamento, siendo en primera
instancia ente el cxce1cntisimo señor Presidente del Tribunal Superior de
Justicia de Cataluña. y en alzada, si procede, ante la Dirección General
de los Registros y del Notariado, en los plazos señalados por dichos
pn.'ceptos.-Barcelona, 2 de noviembre de 1990.-EI Registra
dor.-Fdo.-Félix Martínez Cimiano.»

1Il

El Notario autorizanfe del documento interpuso recurso gubernaliYo
l'on1ra 13 an1erior c-alíficación, y alegó: L Que la nota recurrida deniega
la inscripóón de una compraventa con precio aplazado y condición
resolutoria explícita, por considerarse por el Registrador que los
intereses del precio aplazado no puedcn qm.~dar amparados bajo la
cobertura del artículo 1504 del Código Civil, y porque considera que la
clausula penal inserta en ella no es inscribible, dada su naturaleza
personal. 11 Que la doctrina sentada por la Dirección General de los
Registros y del Notario en las Resoluciones de 5, 6 Y 7 de febrero de
1990 se opone a lo contenido en los defectos uno, tres y l'uatro de la nafa
de calificación. IIL Que al defecto segundo de la nota de calificación
se oponc: a) La doctrina de las citadas ResolUCiones; y b) Se acepta
la tesis de dichas Resolucioncs en cuanto a la consignación total del
prr-cio, a los efectos de reinscripción del dominio a favor del vendt~doL

Pero, a los efectos que aquí interesan, la justa ponderaCión de los
intereses en juego sólo exige la constancia registral, por lo que a la
cláusula penal se refiere del párrafo cuarto de la cláusula tercera de la
escritura. IV. Que no existe el defecto quinto, puesto que está
perfectamente claro que se trata de pactos interpartes y, por tanto, no
tiene por qué reflejarse en el Registro, reflejo que nadie ha solicitado
expresamente. V. Que tampoco existe el defecto sexto, puesto que si
hay alguna tradición es justamente la inversa, por lo que la alegación de
tal defecto no pasa de ser un intento para limitar las instancias del
recurso, que ya el excelentísimo señor Presidente del Tribunal Superior
de Justicia de Cataluila desestimó en cuanto a tal pretensión en auto dc
fecha 15 de octubre de 1990.

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de su nota, informó:
A) Que como cuestiones previas, hay que señalar: 1.° El presentante
del documento no ha dado su conformidad a la inscripción parcial del
mismo. 2.° La Entidad -vendedora no ha interpuesto ningún recurso
contra la nota de calificación, por el contrario, en muchas escrituras
autorizadas por otros Notarios en que actuaba la misma Caja, como
vendedora, los presentantes dieron su conformidad en la inscripción de
la escritura, sin constancia alguna de la cláusula penal; y 3.° El
recurrente ha dejado pasar el momento procesal oportuno para refutar
bastantes de los argumentos de la nota de calificación (artículos 113, 121
y 122 del Reglamento Hipotecario). B) Que en cuanto a los defectos de
la nota de calificación hay que significar: L La escritura vulnera la
doctrina de las Resoluciones de 5, 6 y 7 de febrero de 1990, en cuanto
a la obligación de consignación previa o simultánea. Que la escritura
calificada es de un modelo diferente al que provocó las citadas
Resoluciones. La cuestión es muy importante para el funcionamiento
del Registro de la Propiedad, y se ha de impedir la inscripción de dicho
párrafo en virtud de lo establecido en los artículos 1, pánafo 3 y 38 de
la Ley Hipotecaria, pues en caso contrario se provocaría una «apariencia
jurídica», incumpliéndose con ello la Resolución de 4 de julio de 1984.
ll. Que la escritura al hablar de consignar el precio solamente viola la
doctrina de las Resoluciones de 5, 6 Y 7 de febrero de 1990 que exigen
consignación de todas las cantidades recibidas por el vendedor.
IIJ. Que el cuadro de amortización infringe la doctrina de las Resolu
ciones anteriormente citadas, puesto que los días y años aparecen sólo
expresados en guarismos a pesar de afectar al valor o·precio del contrato,
los años están incompletos y los meses de los vencimientos, además de
incompletos no vienen expresados en lengua castellana ni autonómica
(artículo 25 de la Ley del Notariado y 51 del Reglamento Notarial).
IV. Que, según la escritura, los intereses lo son por razón del préstamo.
Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 18 de la Ley Hipoteca·
ria, del contenido del título resulta que el precio aplazado est¿
configurado corno un préstamo o crédito con intereses y, por tanto, nc
pueden garantizarse con condición resolutoria sencillamente porqut
sería un supuesto de pacto de comiso en el préstamo lo que no est2
permitido por la legislación vigente (artículos 1859 y 1884 del Códig(
Civil) y las ResolUCiones de 24 de mayo y 16 de septiembre fueror
terminantes en pro de la interpretación estricta del comiso. La~

Resoluciones de 5, 6 Y 7 de febrero de 1990 tienen diferencias en lo'
supuestos de hecho con la escritura calificada y, por otro lado, en virtu(
del al1ículo 4_2.° del Código Civil no se puede aplicar la analogía por se!
una ley excepcional el pacto de comiso. V. Que el comise no C~

aplicable a los intereses, a pesar de que no se hubiera mencionado e
préstamo. El derecho de garantía moderno está en la figura de hipoteca
que surge frente al comiSO, porque en ella se satisfacen todos lo~

intereses en juego, con la aplicación del sobrante del crédito a los qw
tienen derecho a ello. La mayor conflictividad jurídica actual SI
prodUtT, predsamente, a traves del pacto de lex Comisaria, que supon.
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un privilegio excepcional para el vendedor. Que en este punto hay que
señ"lIar lo establecido en la Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles de
17 de julio de 1965, artIculo 19 y las Resoluciones de 20 de mayo, 13
y 26 de octubre de 1987. VI. Que el englobamiento en una sola
()bligación de precio e intereses supone una contradicción con lo que
señala el cuadro de amortización y, además, un fraude de 1cy_ Que el
recurrente nada dice sobre este punto en el escrito del recurso.
VIL Que en lo referente al carácter restrictivo o excepcional del
articulo 59 del Reglamento Hipotecario, cabe destacar la Sentencia del
Tribunal Supremo de 19 de julio de 1989, y la cláusula tercera de la
escritura calificada no son conformes con la interpretación Que hace la
citada sentencia. Corolario de 10 expuesto es Que d artículo 59 dd
Reglamento Hipotecario sin una interpretación restrictiva es inconstitu
cional al suponer indefensión para el comprador. VIII. Que en el
cuadro de amortización aparecen unos «testados» o «tachaduras)} que al
no estar debidamente salvados, y al no ser rebatido este extremo por el
recurrente, basta con citar el artículo 26 de la Ley Notarial. IX. Que
el artículo 1504 del Código Civil es objeto de una interpretación
restrktiva por parte de la doctrina jurisprudencial en un doble sentido:
a) Obligaciones que pueden garantizarse con tal articulo: La obligación
principal del pago del precio y no las obligaciones accesorias o
accidentales (entre ellas, los intereses), Sentencias del Tribunal Supremo
de 29 de abril del904. 21 de mayo de 1948, 17 de julio de 1950. 7 de
julio de 1963, 8 de febrero de 1975 y 4 de mayo de 1982; y Resoluciooes
de la Dirección General de los Registros y del Notariado. de 17 de
noviembre de 1978, 29 de díciembre de 1982, 24 de marzo y 16 de
septíembre de 1987; y b) Exigencia por el Tribunal Supremo de que el
incumplimiento sea grave y obstativo y revele una voluntad deliberada~
mente rebelde (Sentencias citadas anteriormente y las de 21 de febrero
y 4 de marzo de 1986, 12 de mayo de 1988 y 2 de junio de 1989).
X. Que los extremos de inversión de la carga de la prueba en el articulo
1154 del Código Civil y consignación, en su caso, a los que se refieren
los apartados f) y g) de la nota de calificación, no han sido rebatidos por
el recurrente, XI. Que en cuanto a la cláusula penal: a) Vulnera las
Resoluciones de 5, 6 Y 7 de febrero de 1990; b) Que es un pacto
personal, sin trascendencia real y, por tanto, no inscribible. Las
Resoluciones citadas no entran propiamente a examinar la naturaleza y
configuración jurídica de la cláusula penal, sino que reconocen que se
trata de un pacto obligacional. Que en el Registro no se insrribe el
negodo, sino los derechos reales y pactos de trascendencia n'al, en
virtud de negocio que sirve como título (artículos 1.°, 2.°, 51_6.° Y9R de
la Ley Hipotecaria y 605 del Código Civil y Resolución de 5 de abril de
1990). Que la cláusula penal referida en la escritura es un paclo
Illeramente obligacional e indemnizatorío, que constituye un mero
«cn~dito escriturado», sin Que pueda afectar a terceros, como serían los
titulares ulteriores de creditos hipotecarios o de otros derechos reales. y
tampoco debe tener preferencia sobre otros creditos escriturarios de
fccha anterior, aunque no esten ínscritos en el Registro, a pesar de lo
establecido en el artículo 32 de la Ley Hipotecaria, Que la unica forma
de garantizar una obligación Que tiene que ser objeto de sentencia de
condena es con el señalamiento de un «quantum» máximo a través de
la hipoteca de seguridad. Que reforzando el carácter personal de la
cláusula penal y, por tanto, no inscribible, hay que citar: Los autos del
cxcelentísimo Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña
de fn:has 10 de enero y 15 de octubre de 1990, las Resolucíones de la
Dirección General de los Registros y del Notariado de 29 de diciembrt'
de 1982. 16 y 17 de septiembre de 1987. 19 de enero de 1988 y 5. 6 Y
7 de febrero de 1990, y en cuanto a la labor del Registrador en la
depura<:íón de lo personal respecto a lo real, las de 1 de abril y 25 de
junio de 1981 y de julio de 1984. 20 de mayo de 1987; e) Que la
cláusula penal es inválida por infringir varios apartados del fundamental
artículo 10 de la Ley de Defensa de los Consumidores. Que se revela que
las escrituras han sido redactadas unilateralmente por la parte compra
dora (contratación en masa) en contra de lo declarado en el auto del
excclcntisimo señor Presidente del Tribunal Superior de Justicia de
Cataluña de 15 de octubre de 1990. Que principalmente se infringe el
número 5 del apartado e) del artículo 10-1 y el número 8 del citado
artículo 10. Que demostrada la infracción de este precepto es evidente
que la calificación registral ha de comprender los preceptos de la referida
ley en virtud de lo establecido en el artículo 18 de la Ley Hipotecaria y
101 del Reglamento Hipotecario, en relación con el artículo 10 apartado
4 de la Ley de Defensa de los Consumidores. En este punto hay que
destacar las Resoluciones de 7 de septiembre de 1989 y tI de mayo de
1990, XII. Que el recurrente esta de acuerdo con los defectos 5.°
y 6.° de la nota de calificación.

v
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña confirmó

la nota del Registrador fundándose en las alegaciones contenidas en
lIlforme del mismo y en el auto de dicha Presidencia de 10 de enero
de 1990.

VI

El Notario recurrente apdo el auto presidencial, manteniéndose en
sus alegaciones, y añadió: Que el articulo 434 del Reglamento Hipoteca-

rio dt'be limitarse a aquellas cláusulas o pactos Que no desnaturallLan el
contrato ni rompe la unidad negociaL Que en varias de las escrituras
objeto de los recursos, el Registrador ha extendido dos nota~ de
calificación, con defectos distintos en la segunda respecto a la primera,
que hace pensar en la aplicación del artículo 127 del Reglamento
Hipotecario; y, por otro lado, ha sido necesaria, a veces, hasta cuatro
presentaciones para que el señor Registrador realizara la calificación
Que t:I problema de la consignarlón sería mas lógico que se planteara
una vez producida la resolución. Que del texto de la escritura se infiere
que el precio se integra por precio de contado e intcreses~ y, por tanto
no se contra\'lenen tampoco en este PUJlto las Resoluciones de 5, 6 Y 7
de febrero de 1990. Que lo que hay que aclarar es si en la escritura se
t'stablecc un crédito o un prestamo Que son figuras distintas, aunque al
Registratlor parece que le da igual una u otra figura. Que de la lectura
del auto parece que el motivo fundamental que determina la inadmisión
dd recurso consiste en que no es admisible el pacto por cuya virtud el
vendedor, al ejercitar la facultad resolutoria, puedí.~ directamente rekner
la pena, y aunque en el auto parece que este tema no ha sido objeto de
discusión por esta parte, en el escrito del recurso se dice que se aceptan
las Resoluciones antes citadas,

Fundamentos de derecho

Vistos los articulos 1504 del Código Civil, 18 de la Ley Hipotecaria,
10 de la Ley de Defensa de los Consumidores de 19 de julio de 1984 y
las Resoluciones de 5, 6 Y 7 de febrero de 1990 y 8, 9, JO, 11 Y 14 de
octubre de 1991.

l. En este expediente se plantean una serie de cuestiones que ya
fueron resueltas en las Resoluciones citadas en los vistos, y que en
cuanto a los cuatro primeros defectos junto con el 6.° pueden resumirse
en estos dos; a) Si los intereses del precio aplazado pueden quedar o
no amparados bajo la cobertura del artículo 1504 dd Código Civil; y
h) Si cs o no inscribible la cláusula penal incluida en la escritura
calificada.

2. En Cllanto al primer punto no proú~de más que reiterar en su
integridad la dot'trina manifestada por este centro directivo en las
Resoluciones índicadas, en el sentido de confirmar la validez de la
cstipulat'ión que extiende a la obligación de abono de intereses por el
¿¡plaza miento del pago del precio, la cobe¡1ura inherente a la condición
resolutoria explícita del articulo 1504 del Código CiviL Por otro lado, se
hallan pcrfcctameme deslindados entre sí -con todas las consecuencias
jurídicas inhcrentes- el precio al contado. el precio aplazado 'Y la
obligación de intereses (véase hecho l), que la voluntad negocial
constituye corno una sola obligación integrante de la contraprestación
basica dd comprador, y se aplaza para ser satisfecho en 115 plazos
mensuales con un importe unitario igual por mensualidad excepto el
último, y además se incorpora a la escritura un cuadro de amortización
firmado por ambas partes, en el Que se especifica siguiendo el sistema
frallces, I¡l composición de cada una de las cuotas constantes, o sca la
parte que de las mismas corresponde a amortización de capital y de ésta
al abono de intereses. sin que lo que en cada año ha de abonarse por
intereses exceda de una anualidad de los mismos, computados mes a
mes, sobre el total del capital garantizado. Por otra parte la norma del
artículo 151-2.° del Reglamento Notarial relativa al uso de guarismos en
letra tiene su excepción en el propio precepto, al scnalar que no será
necesario cuando «constituyan referencias numéricas de las fechas y
datos de otros documentos», como sucede en este caso, en que se
testimonia el cuadro de amortización, y en cuanto a los meses aparecen
claramente reflejados en abreviaturas (l-jan.90, l·feb-90, l-mar-90, cte.)
en dicho cuadro sin posibilidad de confusionismo. No se entra en el
examen de la tachadura en el mencionado cuadro de los dos primeros
meses de aplazamiento -que habían vencido al autorizarse la escritura
calificada- al no haber sido objeto de impugnación.

3. Igualmente, en relación a la inscripción de la cláusula penal y de
la estipulación por la que el comprador había de abonar, en caso de
resolución, una determinada cantidad en concepto de uso y utilización
del piso vendido, habrá que estar a lo declarado en las Resoluciones
tantas veces mencionadas y quc concluyen, en resumen, en la necesidad
de la constatación registral de tales cláusulas -en los términos en que de
tales Resolucioncs resulta- en coherencia con las exigencias de claridad
y precisión de los pronunciamientos tabulares y de la necesaria
expresión en el asiento de todos los pormenores del título Que definan
la extensión del asiento inscrito. Unicamente habrá que indicar en
relación con el extremo recogído en el apartado a) del defecto segundo
-no recurrido- la consignación, en caso de resolucíón, tanto del precio
abonado como de los intereses satisfechos, pues uno y otros integran la
rontraprestación del GVmprador que equilibra la transmisiún dominical
perseguida y sin poder hacer deducción alguna.

4. Respecto de la pretendida vulneración del artículo 10 de la Ley
de Defensa de los Consumidores de 19 de julio de 1984, ha de recordarse
la doctrina sentada por cste centro directivo, confiJrmc a la cual los
medios de calificación de que dispone el Registrador -articulo 1S de la
Ley Hipotecaria-, impiden a éste apreciar si las concretas estipulacionc:-;
dcbatidas tienen carácter abusivo conforme a dicha Le\..

5. El defecto 5.° de la nota no ha sido impugnado; y en cuanto al
recogido en el número 6 es el propío Presidente del Tribunal Superior
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II

Hechos

.En el recurso gubernativo inlt~rpuesto por la Procuradora de los
Tnbunales doña Enma Muñoz Fernández. en nombre de «Laboratorios
O\Tjero, Sociedad Anónima», contra la negativa del Registrador MCI'
cantil de León a inscribir una escritura de adaptación de Estatutos
sociales.

El dia 6 de julío d~ 1991. se celebró. en segunda convocatoria, la
Junta general extraordinaria de accionistas de «Laboratorios Ovejero.
Sociedad Anónima». con un porcentaje de accionistas, entre presentes y
representados, del 40,8208 por 100, dicha Junta fue convocada mediante
anuncio publicado en el «Boletín Oficial del Registro Mercantil», de
fecha 20 de junio de 1991, y en el Diario «El Sol» de la misma fecha.
En la referida Junta se procedió a deliberar sobre los diversos asuntos
de orden del día. aprobándose. los mismos, por unanimidad. La
escritura de elevación a público de los acuerdos sociales. fuc otorgada el
día 16 de julio de 1991, ante el Notario de Mansilla de las Mulas, don
José Domínguez de Juan.

La Procuradora de los Tribunales, doña Enma Muñoz Fernández,
interpuso recurso de reforma contra la anterior calificación y alegó:

1.0 Que los plazos se han observado correctamente)' no se ha
incurrido en la infracción del artículo 97.1 de la Ley de Sociedades
Anónimas. ya que el error está en una defectuosa contabilización de los
plafos. teniendo en cuenta que el cómputo de los plazos que rige es el
de carácter civil, no procesal ni administrativo, han de computarse los
dias festivos comprendidos en el plazo prevenido en el invocado
artículo. Quc. en cuanto a la segunda de las infracciones del citado
artículo, es una mcra apreciación subjetiva. y para probarlo bastaría un
~impk mue~trl.'o y prospección en kiOSCOS y expendedurfas de prensa,
por la Que St.' Ikgaría a una cO!lclusión totalmente contradictoria a la
estimada por el SerlOr Registrador, y se ha pretendido dar el mayor
alcance posible a la noticia convocantc. dada la dispersión geográfica en
que reSIde 1..'1 accionionariado de la Sociedad.

2.° Que se disiente de la infracción que Sé imputa, en cuanto a los
arli'culos 97.2 de la Ley de Sociedades Anónimas y 144.Lb) del
Reglamento del Registro Mercantil. Que, en cuanto a este último
pre{·cpto. se han dado exacto cumplimiento en el anuncio de la
convocatoria a todos los requisitos que el mismo exige. En el orden del
día. el punto primero, en su apartado b). se hace expresa mención de
limitaciones a la transmisibilidad de acciones, quc va precedido de la
mención dd nuevo texto estatutario" que, además de adaptarse a la
nueva normativa lega!, incluye modificaciones como las mencionadas;
y. por HlIllo. resulta incongruente que se califique negativamente el
anll.'rdo por no hacer expresa mención de acciones al ponador, siendc
los Estatutos un todo unitario que se ofrcce, según prcceptua la Ley. al
conocimiento de todos los accionistas y con la antelación debida. Que:
en lo referente al artículo 144.l.b) del Reglamento Mercantil, no tíene:
rclación ('on d defecto 2. 0 de la califiGlCión.

3.°. Que se ha dado fiel cumplimiento a lo preceptuado en e'
artkulo 10.1 de la Le)' de Sociedades Anónimas, y, sí bien el artículo 2';
de los Estalutos sociak~s establece un quórum mayor que el al1Lculo 103
c<, treno Que tal elevaríón no ha tenido lugar por haber adecuade
aqul;lIos ¿¡ la Disposición Transiloria segunda de la propia Ley, por cuy,
CUl.lS¿¡ y para SI\ validcL, habria de estar ratificado por la Junta genera
de accíonistas a los propios etectos.de adaptación legal.

4.° Que el prccepto del Reglamento invocado por el Registrador
no resulta de aplicar ión al caso. ni guarda relación con el mismo.

III

IV

El Registrador acordó mantener la calificación en todos sus extre
mos, e informó: Que antes de entrar en los fundamentos jurídicos de 1;
nota de calificación. hay que señalar que en la redacción de la nota Sl
padeció error de aludir a los puntos 2.° y 4.° de la misma. a los artículo
144.1 b) y 144.la) como si fueran del Reglamento Mercantil. cuando el
realidad Jo son de la Ley de Sociedades Anónimas. Por tanto, $l

mantiene la nota, sustituyendo la refen'ncia que en la misma se hace a
citado Reglamcnto por la Ley de Sociedades Anónimas. Primero: Que
en cuanto al primer defecto de la calificación, han de quedar bien claro
los extremos siguientes:

a) Que el cómputo de los pJazo$que rige es el civil.
b} Que hay que tr.::ner en cuenta lo reseñado en el artLculo 5.1 de:

Código Civil.
c) Que según el artículo anterior, los días se cumplen por complet

el día 5 de julio. habilitando para celebrar, válidamente, la Junta el di
6. pero en primera convocatoria y no en segunda como ocurrió. Que es1
primer punto de la nota de calificación ha de resumirse en est<
términos: No se celebró Junta en primera convocatoria, y aunquef
hubiera celebrado. lo habría sido con infracción del articulo 97.1 de 1
Lcy, síendo sintomático el hecho de celebrarse directamente en scgun<i
para así poder alegar el cumplimiento del testimonio exigido por dicb
pn.'ccpto. Por esto no es admisible como tiene declarado el Tribun:
Supremo en Sentencia de 4 de julio de 1980. Que en lo referente a
publicidad de la convocatoria, hay que tener en cuenta lo establecido €
el artículo 97.1 de la vigente Ley de Sodcdades Anónimas, es requisil
dc la convocatoria para la válida constitución de la Junta, y que
Registrador, como controlador de la legalidad de los documentos ql
han de at'Ceder a los libros registrak-"S (artículo 6 del Reglamento d
Registro Mercantil) debe poder juzgar si el requisito de publicidad se t
cumplido () no, y no puede proceder de un modo subjetivo, debe realiz
mucstrl.'os en los puestos de venta de prensa, como así lo hizo. 2.° Ql
dada la trascendencia del primer defecto de la nota, es suficiente por
mismo para considerar que la Junta fue nula: así pues la defensa de lj
restantes defectos debe hacerse brevemente: a) El artículo 144.1b) ~

la Ley de Sociedades Anónimas es bien claro al respecto. En la escritu
calificada se ha llevado a cabo una importante modificación estatutan
transformando las originarias acciones al portador en acciones nomin
tivas.. y en el orden del día no se consignó con claridad lá modificaci(
de carácter de las acciones, sino que se utilizó la frase «limitaciones
transmisibilidad de las acciones» poco orientativa y que puede tan
referirse a su supresión como a ~u mantenimiento, requiriendo es

RESOLUClON de 7 de julio de 1992. de la DireCCIón
General de Jos Registros y del Notariado, en el recurso
gubernativo interpuesto por la Procuradora de los Tribuna
les darla Enma Muñoz Fernánde: en nombre de «Labora~
toriC!s Ovejero, Sociedad Anónima», contra la negativa del
RegIstrador Mercantil de León, a inscribir una escritura de
adaptación de Estatutos sociales.

de Cataluña -que es a quien en las cuestiones que plantea el Derecho
Civil de esta Comunidad Autónoma corresponde dictar la resolución
definitiva en estos recursos- el que estima en el auto apelado que
corresponde a la Direc~ión General decidir en este caso porque. en rigor
aunque la nota del Registrador alude a un apoyo en la tradición jurídica
catalana «la base de su argumentación se fundamenta en normas de
Derecho comuo».

Esta DirecCión General ha acordado revocar el auto apelado y la nota
del Registrador en los extremos recurridos.

Lo que, con devolución del expediente original comunico a vuestra
excelencia para su conocimiento y demás efectos,

Madrid, 6 de julio de 1992.-El Director general. Antonio Pau
Pedrón.
Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.

Presentada la anterior'escritura en el Registro Mercantil de León. fuc
calitlcada con la siguiente nota: Presentado el precedente documento a
las trece horas y treinta minutos del dia 19 de julio de 1991, según
asiento 518. al folio HO del diario 22 de este Registro Mercantil de
León. y visto el presentado bajo el asiento 1.020 del mismo Diario. que
C~ <lcta notarial relativa a las Juntas de accionistas celebradas en primera
y segunda convocatoria, los días 14 y 15 de junio de 1991. se deniega
la inscripción de esta Escritura por los siguientes defectos que se reputan
insubsanables:

1.0 Respecto de la convocatoria de la Junta. infracción del artículo
97.1 de la Ley de Sociedades Anónimas. tanto en lo referente a no
obsl.'rvancia del plazo de quince días. como en lo relativo al Diario en
qul.' se publicó el anuncio de la convocatoria, que no es, notoriamente.
uno de los de mayor circulación en la Provincia de León.

2.° Infracción del artículo 97.2 de dicha Ley, y artículo 144.1-b) del
Reglamento del Registro MercantiL por -cuanto en el orden del día o
relación de asuntos a tratar en la Junta, no se consignó el cambio o
transformación de las originarias acciones al portador en acciones
nominativas.

3. (} Adoptarse, con independencia de la adaptación de Estatutos a
la nueva legalidad, el acuerdo de modificación estatutaria. consistente en
el cambio de acciones al portador por acciones nominativas, en Junta
constituida sin el quórum exigido estatutariamente para ello.

4.° Habiéndose destituido tres Administradores.. de los seis que
componen el Consejo de Administración. en la Junta, irregularmente,
celebrada el 15 de junio de 1991, no parece Que haya podido cumplirse
válidamente e-I requisito impuesto por el artícl1lo l44.I-a) del Regla
mento del Registro Mercantil.

Contra esta nota de calificación puede interponerse reCurso guberna
tivo, mediante Escrito dirigido al Registrador, dentro del plazo de dos
Illl'SCS, a contar desde esta fecha. conforme a lo prevenido en los
articulos 66 al 76, ambos inclusive, del citado Reglamento del Registro
Mercantil.. León, 31 de julio de 1992. El Registrador Mercantil. Firma
tlcSIble. FIrmado: Jesus Alvarez Beltrán.
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